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POLÍTICA PREMIAL: EL EJERCICIO DEL PODER Y LA 
CONCESIÓN DE HONORES Y DISTINCIONES EN LA 
ACTUAL ETAPA DE MONARQUÍA PARLAMENTARIA

Fernando García-Mercadal y García-Loygorri1

Resumen: La concesión de premios y distinciones oficiales por parte de los sucesivos 
gobiernos españoles en la actual etapa de monarquía parlamentaria no obedece a 
una política inspirada en criterios de racionalidad e interés general. Las disposicio-
nes reguladoras promovidas desde el Palacio de la Moncloa en la materia presen-
tan desde hace décadas una grave confusión conceptual y muchas deficiencias de 
técnica normativa. El artículo plantea la necesidad de que las diferentes Adminis-
traciones Públicas diseñen una política de incentivos honoríficos coherente y eficaz 
que permita corregir diagnóstico tan poco alentador, ofreciendo a tal fin distintas 
soluciones correctoras.

Palabras clave: Premios, órdenes, condecoraciones, ceremonias, cancillería, transpa-
rencia, uso indebido.

Abstract: The granting of official awards and distinctions by successive Spanish gov-
ernments during the current period of parliamentary monarchy does not follow 
a policy inspired by criteria of rationality and the general interest. The regulatory 
provisions promoted from the Moncloa Palace on this matter for decades have 
been plagued by serious conceptual confusion and numerous deficiencies in regu-
latory technique. The article raises the need for the various public administrations 
to design a coherent and effective honorary incentive policy that will address such 
an unpromising diagnosis, offering various corrective solutions to this end.

Keywords: Awards, orders, decorations, ceremonies, chancellery, transparency, misuse.

I.- LA IMPORTANCIA DE LOS INTERCAMBIOS SIMBÓLICOS EN 
UN MUNDO CADA VEZ MÁS SOMBRÍO Y DESHUMANIZADO

Asistimos a un acelerado proceso de deconstrucción simbólica tendente a 
eliminar de los intercambios sociales todo aquello que los excede y los funda-
menta. Los objetos que nos rodean y la naturaleza en su conjunto han queda-
do reducidos casi íntegramente al hecho de ser “funcionales” y “servibles”, a 
su “utilidad práctica”. Y nuestra existencia cotidiana hace tiempo que ha sido 
colonizada por la ciberutopía y un afán de lucro y consumo desaforado. En 
este contexto de falso infinito hacia el que nos conducen el posthumanismo 
y el mal llamado “progreso” tecnológico, las instituciones puramente hono-

1	 Director de la Real Academia Matritense de Heráldica y Genealogía.
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ríficas, inspiradas en valores espirituales que las sitúan por encima de lo que 
es exigible legal o económicamente, y adornadas de formalismos y rituales 
muy sugerentes, emergen sobre la mugre de la modernidad como un podero-
so contrapeso ético, jurídico y cultural.

Toda agrupación política se expresa y se representa a sí misma a través 
de símbolos y ceremonias. Los rituales sociales y las diversas liturgias de los 
poderes estatales consiguen mantener cohesionada la comunidad y favorecen 
la lealtad individual hacia los intereses generales del conjunto. Los colores de 
una bandera, las notas marciales de un himno o la escenificación pública de 
un acto conmemorativo bien diseñado y ejecutado han movilizado –y siguen 
movilizando– más que muchos discursos o programas políticos. Además, lo 
aparentemente caduco, como los honores y distinciones oficiales, ha permi-
tido preservar un inestimable legado histórico porque encarnan mejor que 
nada la permanencia y la continuidad de la cultura europea, que es la nues-
tra. Sus ceremonias, que incluyen ingredientes religiosos y casi sagrados, nos 
reconcilian con el significado trascendente de la vida. Es decir, con aquellas 
reglas que a su vez reenvían a los valores que normalmente emanan de una ci-
vilización: principios morales, cánones estéticos o modelos virtuosos a imitar.

En muchas naciones plenamente democráticas, monárquicas o republica-
nas, como son algunas de las más antiguas de Europa, los institutos premia-
les se han conservado en todo su esplendor perfectamente integrados en una 
cosmogonía de símbolos y en una gramática más o menos florida y solemne 
que recuerdan a diario a los ciudadanos que las estructuras políticas en las 
que viven no son algo improvisado que ha surgido de repente. El colorista y 
alegre mundo de las órdenes y condecoraciones, estatales y dinásticas, civiles 
y militares, su belleza y atractivo, es un poderoso antídoto contra el sombrío 
panorama institucional que se vislumbra en el horizonte, el igualitarismo gaz-
moño y el feísmo de nuestro tiempo. El ceremonial caballeresco de imposi-
ción de sus insignias, su correcta exhibición, el ritual mayestático cargado de 
sentido, el poder expresivo heredero de las antiguas etiquetas cortesanas y la 
protocolaria máquina de calibrar distancias, gestos y afectos siguen ejerciendo 
una influencia muy benéfica sobre muchos compatriotas. Tratados a menudo 
por los científicos sociales como objetos menores, cuando no anecdóticos, los 
honores estatales sobreviven como un lenguaje ancestral, como un injerto de 
seducción y ritualidad, en medio de un mundo cada vez más chabacano y 
anodino, mostrándonos a través de su evolución una historia total, una narra-
tiva heredada y compartida. Y, sabiamente administrados desde el poder pue-
den ser poderosos instrumentos de emulación social y un dique de contención 
frente a las modas triviales y mostrencas de ese gran parque temático en que 
se ha convertido el planeta.

En contraste con otros países de nuestro entorno sociocultural y geográ-
fico, la apreciación de la desconsideración (y maltrato) hacia los símbolos 
nacionales en España es asunto que puede hacerse por medio de una obser-
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vación directa de los hechos y prestando mínima atención a las denuncias 
que se formulan de continuo en muchos medios de comunicación. Lo hemos 
advertido en algunos otros trabajos y no vamos a insistir más en ello2. De-
seamos simplemente subrayar la “excepción española” y que lo que hoy se 
cotiza en nuestro país como fiestas y celebraciones conmemorativas oficiales 
y demás liturgias del Estado carece por completo de solidez argumental en su 
sentido político e histórico. Se trata, en muchos casos, como muy bien señala 
el filósofo José Luis Pardo, de ficciones colectivas diseñadas específica y me-
tódicamente como espectáculos de masas con los criterios de mercadotecnia 
propios de una empresa privada3. Por su parte, los premios dispensados por 
los diferentes Administraciones Públicas son un lenguaje desmayado y pos-
tizo, un carrusel de vanidades de muy escasa intensidad semiótica, mientras 
que las órdenes y condecoraciones, sumidas en un desconcertante zurriburri 
normativo, no cumplen, en muchos casos, la finalidad ejemplarizante para la 
cual fueron creadas.

II. LA ACTIVIDAD PREMIAL: ¿POLÍTICA GUBERNAMENTAL O 
POLÍTICA DE ESTADO?

Ante la imagen de un ciudadano al que el político de turno le está entre-
gando una condecoración, nos preguntamos ¿quién condecora a quién? Por-
que con demasiada frecuencia, como denunció en su día el escritor Antonio 
Muñoz Molina, “el premio se lo otorga a sí misma la institución que lo ha 
convocado, al condecorarse de una forma algo parásita con el posible presti-
gio del ganador”.

Ciertamente, la imposición de condecoraciones suele estar monopolizada 
por autoridades de baratillo con propósitos descaradamente electoralistas o 
miras a potenciar su imagen personal, en un acto de narcisismo desbocado 
donde el rito solemne como ceremonia institucional y su peculiar y ornamen-
tal metalenguaje han sido suplantados por un happening o puesta en esce-

2	 Fernando GARCÍA-MERCADAL y GARCÍA-LOYGORRI, “Penas, distinciones y recom-
pensas: nuevas reflexiones en torno al Derecho Premial”, Emblemata: Revista aragonesa de emblemá-
tica, 16 (2010) pp. 203-235; Los símbolos políticos, el ceremonial y las distinciones oficiales del Reino de 
España, Dykinson, Madrid, 2019; “La prerrogativa regia en materia de premios y distinciones”, 
Hidalguía, 382 (2019), pp. 647-698; “Paradojas de la modernidad: decadencia de los ritos y formali-
dades sociales e hiperregulación burocrática y normativa”, en Rito, Ceremonia y Protocolo. Espacios 
de sociabilidad, legitimación y transcendencia, Dykinson, Madrid, 2020, pp. 651-668; “Símbolos polí-
ticos y ceremonial de Estado. Balance crítico de 44 años de monarquía parlamentaria”, Anales de 
la Real Academia Matritense de Heráldica y Genealogía, XXV (2022), pp. 163-180; “El Derecho Premial 
español: naturaleza, contenido y principios inspiradores”, en Introducción al Derecho Premial. La 
concesión de honores y distinciones, Feliciano Barrios, Javier Alvarado y Fernando García-Mercadal 
(directores), Real Asociación de Hidalgos de España y Editorial Dykinson, Madrid, 2023, pp. 71-78. 

3	 José Luis PARDO, “Grandes eventos”, El País, 9 de agosto de 2011.
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na inerte y bobalicona, –palabras deslucidas y atuendos, decorados y gestos 
corporales desenfadados–, y cualquier referencia a la Corona como fuente de 
honores es sospechosamente silenciada. Luego los titulares de los medios de 
comunicación –“el ministro, el consejero o el alcalde tal condecoró a fulani-
to”– hacen el resto y el desconcierto de la ciudadanía, que no acaba de com-
prender muy bien a quién y por qué se condecora, está servido.

El artículo 117 de la Constitución dispone que la justicia “se administra en 
nombre del Rey”. Por eso las ejecutorias –documento público y solemne en 
que se consigna una sentencia firme– “se encabezarán en nombre del Rey”, 
según precisa el artículo 245.4 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial. En esta noción de justicia que la Carta Magna contempla, no 
circunscrita a ningún orden jurisdiccional en concreto, no vemos reparo al-
guno para estimar incluida la justicia “premial”. A mayor abundamiento, la 
facultad que atribuye la Constitución de 1978 a Don Felipe VI de “conceder 
honores y distinciones con arreglo a las leyes” es un título de competencia 
material, de iniciativa y efectiva resolución, aunque esté contemplado en el 
mismo apartado f) de su artículo 62 junto con otras atribuciones del Rey de 
mera competencia formal o de puro refrendo, como son las de “expedir los 
decretos acordados en el Consejo de Ministros” y “conferir los empleos civiles 
y militares”. Y tal remisión a “las leyes” ha de entenderse hecha al bloque 
de legalidad, del que forma parte toda la normativa histórica en la materia, 
no únicamente a “las leyes” en sentido formal, pues es doctrina pacífica del 
Tribunal Supremo que la regulación de los honores y distinciones no se vio 
afectada por la cláusula derogatoria del artículo 1976 del Código Civil. Por eso 
resulta razonable sostener que el Rey tiene atribuida una potestad honorífica 
retenida, de conformidad con el principio de competencia expansivo que en 
materia premial opera en favor de la Monarquía.

Dicho principio, que forma parte del imaginario colectivo en el arquetipo 
del Rey dadivoso y magnánimo, tiene su fundamento jurídico en una herme-
néutica global, no atomizada, del Título II de la Constitución y, particularmen-
te, en su art. 56.2 que constitucionaliza “los demás [títulos] que correspondan 
a la Corona”, entre los que cabe incluir el de “gran maestre” y “soberano” de 
las principales órdenes españolas, civiles y militares, nacidas al mundo del 
Derecho en el Antiguo Régimen y que han sobrevivido hasta nuestros días. Si 
bien los Reales Decretos de 26 de julio de 1847 y 28 de octubre de 1851 supu-
sieron el comienzo de un proceso de paulatina intervención gubernamental 
en una materia hasta entonces reservada al monarca, creemos que sus actuales 
estatutos y reglamentos reguladores le siguen dejando un apreciable margen 
de iniciativa, sobre todo tratándose de las más clásicas e históricamente im-
portantes, no digamos la Insigne Orden del Toisón de Oro.

Por eso mismo el Derecho Premial es la única parcela de nuestro ordena-
miento legal sobre la que el Rey goza de cierta discrecionalidad y autonomía. 
Es de perogrullo. Resultaría disparatado que el Consejo de Ministros decidiera 
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por su cuenta y riesgo distinguir a un españolito de a pie con la condición de 
Infante de privilegio, el collar del Toisón o de la Real Orden de Carlos III o 
un título de nobleza. Así, la facultad regia de conceder premios y distinciones 
queda configurada como una reserva permanente del Trono, una titularidad 
jurídica un tanto inasible e íntimamente ligada a la liturgia monárquica, hasta 
el extremo de que podemos afirmar que Don Felipe VI, “legítimo heredero de 
la Corona histórica”, conserva intactas, como fons honorum o fons nobilitatis, 
gran parte de sus potencialidades preconstitucionales. Hay que subrayar que 
la condición de Jefe de la Casa Real española no le viene dada a Don Felipe por 
la Constitución y que el Derecho Premial, insuflado de una radical historici-
dad, no es el único conjunto normativo que presenta en nuestro ordenamiento 
jurídico una fisonomía marcadamente preconstitucional. No nos olvidemos de 
los Derechos históricos forales4.

Como acertadamente señala Ignacio Peyró en su delicioso ensayo Pompa 
y circunstancia, la concesión de honores es “un antiquísimo atributo de quien 
ejerce la Corona” y “una venerable función del Estado, signo ininteligible de 
la nación agradecida”5. Aunque se trata de una reflexión inferida del sistema 
de honores británico, sirve para el resto de las naciones, que tradicionalmente 
han visto a la vieja Albión como un modelo en estos temas.

Figura 1. El sistema de honores británico, solemne y “democrático” a la vez, constituye una 
referencia inexcusable para todas las naciones del mundo.

4	 Juan Luis REQUEJO PAGUÉS, Las normas preconstitucionales y el mito del poder constituyente, 
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 1998, pp. 77-95.

5	 Ignacio PEYRÓ, Pompa y circunstancia, Fórcola, Madrid, 2014, p. 720.
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Por consiguiente, todas las órdenes y condecoraciones dependientes de la 
Administración General del Estado debieran otorgarse mediante la fórmula 
sacramental “en nombre del Rey”. O, dicho de otro modo, la concesión de 
órdenes y condecoraciones ha de abordarse como una cuestión de Estado, no 
partidista. No puede trasladarse continuamente a los ciudadanos la impre-
sión de que se otorgan muchas veces por afinidades políticas o compadreos 
con el inquilino que ocupa la Moncloa en cada momento. Para ello nada mejor 
que vigorizar la presencia de la Corona en este tipo de asuntos y que fuera 
el propio Rey de España el que presidiera la ceremonia de imposición de las 
insignias de todas las órdenes y condecoraciones nacionales, a celebrar en el 
Palacio Real cuatro o seis veces al año. De este modo la Familia Real tomaría 
parte activa y visible en el sistema de honores y daría aliento y apoyo con su 
presencia física a todos aquellos esfuerzos de la gente corriente que han resul-
tado beneficiosos para la sociedad, esfuerzos más relacionados con la cultura, 
la investigación, el arte y la literatura, el estudio y el deporte, la empresa y la 
industria, que con la política.

Esta ceremonia –emotiva, armoniosa, sutil y espiritual– habría de conciliar 
solemnidad, sentido de Estado, fuerza simbólica y ritual, adecuada puesta en 
escena y proyección mediática, dando visibilidad a los fines de ejemplaridad 
social para los que fueron creadas las órdenes y condecoraciones y reforzando 
el papel psicológico y conciliador de la Monarquía. Pero la triste realidad es 
que desde la promulgación de la Constitución de 1978 las distinciones ofi-
ciales no han generado especial atención en los poderes públicos y que acos-
tumbran a despacharse mediante resoluciones o disposiciones redactadas 
de forma estereotipada, como si de una norma del catastro o una licencia de 
obras se tratase, ayunas por completo del “rito de institución”, –empleamos 
la noción acuñada por el gran sociólogo Pierre Bourdieu (1930-2002)–, que 
debiera acompañar siempre este tipo de actuaciones.

Ni que decir tiene que la nueva orientación para el despacho de las distin-
ciones que proponemos –que implica una completa resignificación cultural de 
las mismas–requiere una perfecta sintonía entre la Casa de S. M. el Rey y Pre-
sidencia del Gobierno y la creación de un protocolo de actuación común que 
examine con lupa los méritos de los candidatos propuestos por los diferentes 
ministerios en los que actualmente radican las cancillerías de las órdenes y 
condecoraciones departamentales. A este tema, muy relevante, le dedicamos 
el apartado VI de este trabajo.

Cabe preguntarse si cuando la Constitución dispone que corresponde al 
Rey “conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes” se está re-
firiendo a todos los honores y distinciones oficiales posibles o solo a los 
conferidos por la Administración General del Estado. Dicho de otro modo, 
¿deben concederse también en nombre del Rey las condecoraciones creadas 
por las Comunidades Autónomas? Con respecto a los honores de la Admi-
nistración General, lo correcto –ya lo hemos dicho– es que se concedan todos 
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ellos “en nombre de Su Majestad Don Felipe VI”. Aunque esta expresión 
figura impresa en las reales cartas de los títulos nobiliarios y es habitual en 
los diplomas de las condecoraciones más importantes, a veces no ocurre 
lo mismo con las distinciones gubernamentales más modestas. Y sobre las 
condecoraciones autonómicas es preciso señalar que, según el artículo 149 
de la Constitución, no existe competencia exclusiva del Estado en materia 
premial, por lo cual casi todas las Comunidades Autónomas se han dotado 
ya de sus propias distinciones honoríficas, muchas de ellas, por cierto, con 
un diseño muy pobre o de dudoso gusto. En cualquier caso, pensamos que 
la denominación de “Orden” debiera reservarse para las distinciones his-
tóricas más antiguas y prestigiosas de las que Su Majestad el Rey es gran 
maestre. Para las demás, autonómicas y locales incluidas, el término más 
apropiado sería el de “Medalla”.

Estas consideraciones de estricta técnica jurídica sobre las competencias 
que la Constitución de 1978 atribuye al Rey de España en materia de honores 
y distinciones han de acompañarse forzosamente de una reflexión más amplia 
sobre la dinámica que la propia institución monárquica ha desplegado des-
de 1975 hasta nuestros días como cúspide simbólica del Estado. Por diversos 
motivos, la Monarquía española ha optado por ofrecer un perfil ceremonial 
muy bajo que está afectando claramente a las funciones representativas, de 
arbitrio y de moderación, que la Constitución le ha confiado. La pérdida (o 
dejación) por parte de la Corona del control efectivo del espacio de represen-
tación simbólica que le es consustancial ha propiciado que diferentes poderes 
subestatales, autonómicos principalmente, se hayan apresurado cubrir el va-
cío ceremonial con sus propios instrumentos identitarios, que por lo general 
descansan sobre exageraciones históricas diversas y una concepción de la des-
centralización administrativa como dogma incuestionable.

Una de las manifestaciones de los enfrentamientos por el poder simbólico 
es la pugna por la distinción entre las diferentes Administraciones Públicas. 
Las instancias que aspiran objetivamente al ejercicio de un poder de imposi-
ción simbólica colisionan necesariamente con el fuero que en la materia tienen 
adjudicado tanto la Corona como el Gobierno de la nación. En estas luchas 
entran en liza, además de muchos personalismos y mezquindades, todo lo 
que, en el mundo de relaciones sociales, atañe a la autoridad, al prestigio y 
al honor; en definitiva, todo lo que se refiere al poder simbólico como poder 
constituido. Los continuos rifirrafes protocolarios entre la Real Casa de Co-
rreos y el Palacio de la Moncloa durante los mandatos de la presidenta Ayuso 
y el presidente Sánchez son una muestra palmaria de lo que decimos.
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Figura 2. En España la entrega de condecoraciones suele escenificarse desde hace décadas en 
un acto de aires verbeneros que colisiona frontalmente con la solemnidad que debiera inspirar 

cualquier ceremonia premial.

Si en el reconocimiento de tal distinción se produce una retirada de la Co-
rona y del Estado y su labor legitimadora es suplida por una acción difusa 
procedente de otros actores sociales, como pudieran ser algunos entes públi-
cos institucionalmente desleales o el ámbito empresarial privado, el resultado 
es que el reconocimiento de la distinción queda reemplazado por utilidades 
que nada tienen que ver con el interés público o por los sucedáneos del bluff 
o de la imitación, en cuyo contexto hay que ubicar la proliferación de falsas 
órdenes y condecoraciones y los premios y galardones con apariencia oficial 
que encubren descarados fines de autopromoción publicitaria.
La falta de un deslinde nítido entre lo político, lo institucional y la iniciativa 
particular en todo cuanto atañe a los asuntos premiales –nótese que la distin-
ción española con mayor proyección internacional, los Premios “Príncipe de 
Asturias”, ahora “Princesa de Asturias”, en sus ocho categorías, son concedi-
dos por una fundación privada– es otra debilidad de nuestro sistema jurídico 
que solo puede explicarse en el marco de los procesos compilatorios de la 
postmodernidad, la fragmentación de la soberanía estatal en favor de orga-
nizaciones reticulares y la funcionalidad como nuevo dogma hegemónico del 
Derecho, es decir teniendo en cuenta la enorme dispersión del poder no insti-
tucionalizado pero no por ello menos efectivo y real.
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III. CONFUSIÓN CONCEPTUAL Y CARENCIAS DOCTRINALES Y 
NORMATIVAS

La concesión de honores y distinciones por parte de los poderes públicos 
es una manifestación a cargo de la Administración que tradicionalmente se 
ha encuadrado en la actividad de fomento. El catedrático David Blanquer nos 
recuerda que la utilización de medios honoríficos para estimular o fomentar la 
actividad de los súbditos y ciudadanos se hunde en la noche de los tiempos: 
“Para lograr la satisfacción del interés general, la Administración no se limita a 
imponerse a los ciudadanos (cura advertendi futura) sino que otras veces intenta 
persuadirlos y para ello promociona algunas actividades de los particulares 
que son de utilidad para el interés general (cura promovendi salutis). Para ejercer 
esta tarea de persuasión a lo largo de la historia ha dispensado desde títulos 
nobiliarios a privilegios jurídicos, pasando por premios, condecoraciones civi-
les o militares, ayudas económicas y subvenciones”6. Como es sabido, es preci-
samente esta motivación utilitarista la que inspira la obra del filósofo y jurista 
turinés Norberto Bobbio (1909-2004), quien nos recuerda que el Derecho debie-
ra cumplir también una función promocional, y no exclusivamente limitativa 
y prohibitiva, procurando un empleo mayor de las “técnicas de alentamiento” 
(premios e incentivos) que de las “técnicas de represión”. Por lo que respecta 
las organizaciones y entidades privadas, empresariales principalmente, la va-
loración del llamado “salario emocional”, premios y retribuciones no económi-
cas, ha adquirido una relevancia creciente en las últimas décadas como forma 
de motivar y compensar a trabajadores y empleados.

Pues bien, en España, en la actual etapa de monarquía parlamentaria, tal 
actividad presenta unos preocupantes síntomas de capricho o arbitrio pues no 
existe un plan racional y estratégico de la actuación del Estado en aras del in-
terés general vinculado a la idea de fomento honorífico. El Derecho Premial es 
una especie de cuarto oscuro en el que a ciegas van dando tumbos iniciativas 
de lo más variopinto (estrafalarias, incluso) y por completo descoordinadas 
entre sí, sin que falten tampoco actos de entrega de condecoraciones que pro-
ducen alipori y ocurrencias e “innovaciones” protocolarias varias, las últimas 
de ellas hacerse un selfie en el momento de recibir un premio o galardón o lucir 
una Real Orden anudada al cuello como si fuera un bibelot o una borrufalla 
de bisutería.

Algunas de estas iniciativas promovidas por las diferentes Administracio-
nes territoriales desvelan un grave desorden conceptual amén de importan-
tes deficiencias de técnica normativa. El último ejemplo lo tenemos en la Ley 
2/2024, de 22 de abril, redactada de forma muy irreflexiva, por la que se re-
gulan las Distinciones Honoríficas de la Comunidad de Madrid. Teniendo en 

6	 David BLANQUER CRIADO, Introducción al Derecho Administrativo, Tirant lo Blanch, Va-
lencia, 2023, pp. 853-854. 
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cuenta la facilidad con que algunos disposiciones ven la luz en los boletines 
oficiales, nos preguntamos si en el Consejo de Ministros y en los consejos de 
gobierno de las diferentes Comunidades Autónomas se debate realmente su 
contenido y qué clase de funcionarios y asesores absolutamente iletrados en 
asuntos ceremoniales y premiales están detrás de los correspondientes pro-
yectos de producción normativa.

Nuestros políticos se empeñan en denominar “órdenes” a lo que son sim-
plemente medallas y condecoraciones. La, por ahora, última distinción oficial, 
la Orden del Mérito a la Seguridad del Ministerio del Interior, creada por Real 
Decreto 103/2025, de 18 de febrero, pese a su nombre, carece de la estructu-
ra propia de una “orden”. Es muy importante subrayar la diferencia entre 
una orden y una mera condecoración. En las primeras, merced a determi-
nados méritos personales de carácter general, –virtudes y comportamientos 
honorables o servicios relevantes prestados a la nación–, el recibimiento en 
las mismas proporciona derechos e impone a sus miembros obligaciones para 
el futuro, bien sean de carácter asistencial o cívico; mientras que las conde-
coraciones premian servicios muy concretos y pasados. Además, una orden 
goza –aunque sea hoy de un modo atenuado–, de una estructura corporativa 
y de órganos de gobierno que la dotan de perfiles jurídicos propios: por eso se 
ingresa en ella, o sea en una confraternidad de agraciados. A la cabeza de las 
órdenes se sitúa el fundador o sus sucesores, por lo general jefes del Estado, 
monárquicos o republicanos, que suelen denominarse “soberano”, “jefe” o 
“gran maestre”. La mera condecoración, por el contrario, es una distinción ho-
norífica más simple, cuyo contenido acaba en la autorización por los poderes 
públicos del uso individualizado de la propia insignia. En las órdenes la insig-
nia es un elemento siempre secundario; quien promociona en el seno de una 
orden y es distinguido con una categoría superior debe exhibir únicamente la 
insignia de ésta última, mientras que en las condecoraciones la insignia resu-
me y da cuerpo a la propia recompensa.

La Reales y Militares Órdenes de San Fernando (1811) y de San Hermene-
gildo (1814) son las únicas, de las reales órdenes que han sobrevivido al des-
guace de la modernidad, que conservan intactos los rasgos propios de una ins-
titución de esta clase, es decir un modelo organizacional interno, con órganos 
de gobierno y administración privativos, unos ritos de acceso que evocan las 
ceremonias de las órdenes de caballería medievales y unos exigentes requisitos 
de acceso y permanencia cuya inobservancia puede concluir en un expediente 
de expulsión, visualizándose claramente de este modo sus fines fundacionales 
de emulación honorífica. Puede decirse que en las órdenes de San Fernando y 
de San Hermenegildo sus miembros forman parte de una entidad con perso-
nalidad jurídica de base asociativa generadora de derechos y obligaciones, y 
de lazos de unión y auxilio mutuos y que, además, siguen celebrando, con toda 
solemnidad y decoro, como se ha dicho, sus fiestas y capítulos.
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Mientras, las otras dos reales órdenes civiles históricas –Carlos III (1771) 
e Isabel la Católica (1815)– han ido perdiendo progresivamente su aroma tra-
dicional y, pese a llamarse “órdenes”, se han transformado de facto en sim-
ples “condecoraciones” (en este proceso de desnaturalización, las órdenes de 
Isabel la Católica y del Mérito Civil vieron suprimidos sus Consejos en sus 
últimos reglamentos reguladores de 1998). Por no hablar del mar de dudas y 
equívocos en el que se encuentran desde hace décadas inmersas las órdenes 
dinásticas del Toisón de Oro y de las Damas Nobles de la Reina María Luisa.

Sería muy conveniente conciliar las disposiciones territoriales en materia 
de honores y distinciones y corregir el actual panorama, un tanto folclórico, 
de premios y distinciones autonómicos y municipales, con denominaciones 
y diseños extravagantes, tratamientos desiguales para cargos homónimos o 
de idéntico rango, etc., a través de una norma de cabecera que estableciese 
unas pautas orientativas y unificadoras, que bien pudiera ser una de las leyes 
armonizadoras previstas en el párrafo tercero del artículo 150 de la Constitu-
ción. Esta ley no solo reforzaría el principio de plenitud de nuestro entramado 
institucional, sino que podría imponer también algunos límites a la innova-
ción premial de las Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos como, por 
ejemplo, la creación de nuevas órdenes de mérito, cuyo maestrazgo el De-
recho histórico atribuye en exclusiva a Su Majestad el Rey. Pero, sobre todo, 
contribuiría a fomentar el aprecio ciudadano por unos símbolos que son de 
todos, por encima de partidos e ideologías.

Nuestro Derecho Premial es, hoy por hoy, un conjunto normativo arcai-
zante y desordenado, sin claras cláusulas derogatorias, que nadie parece in-
teresado en actualizar, en una manifestación evidente de lo que la dogmática 
conoce como inactividad de la Administración, que contrasta fuertemente 
con la legislativitis compulsiva que padecen desde hace años otros ámbitos 
de nuestro ordenamiento jurídico. Un solo ejemplo: la Disposición final deci-
mosexta de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, dispuso que “Por Real Decreto del Consejo de Ministros, a propuesta 
del Presidente del Gobierno, se determinarán las precedencias de los titulares 
de los poderes constitucionales y de las instituciones nacionales, así como las 
de los titulares de los departamentos ministeriales y de los órganos internos 
de estos en relación con los actos oficiales”. Diez años después seguimos en 
las mismas. La decisión de ejercer o no ejercer la potestad reglamentaria deja 
de ser discrecional o “política” cuando el legislador se remite expresamente 
a su desarrollo. Nos parece, por tanto, que el Gobierno tiene en este caso –“se 
determinarán las precedencias”– la obligación jurídica, nacida de la propia 
ley, de poner al día el Ordenamiento General de Precedencias en el Estado 
aprobado por Real Decreto 2099/1983, de 4 de agosto, una norma que está 
completamente obsoleta y que desde hace años pide a gritos su revisión.

En el plano doctrinal, nos encontramos ante una disciplina ninguneada 
por estudiosos y tratadistas. Porque hay que decir que el Derecho Premial es-
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pañol se encuentra actualmente desubicado en la dogmática jurídica, en una 
especie de zona de nadie entre los Derechos Constitucional, Civil, Penal y Ad-
ministrativo, situándose a veces incluso extramuros de los estudios jurídicos, 
y la propia denominación de Derecho Premial, cuando se utiliza, no se refiere 
de modo unívoco a los mismos conceptos, no habiendo obtenido todavía el 
pleno reconocimiento de la literatura científica, aunque ciertamente se haya 
producido un gran avance en este sentido. Si dejamos a un lado las obras 
de carácter puramente histórico y falerístico y los debates impulsados por la 
Sección de Derecho Premial creada en 2014 en el seno de la Real Academia de 
Jurisprudencia y Legislación de España, únicamente hemos encontrado en los 
últimos años –en un clima de creciente y alarmante punitivismo– un ensayo 
que aborde la idea bobbiana de las sanciones positivas desde la óptica de la 
Teoría y Filosofía del Derecho. Se debe a la pluma de la doctora y catedrática 
Ángeles Solanes Corella y lleva por título ¿Castigar o premiar? Las sanciones 
positivas. Recomendamos vivamente su lectura7.

Concluimos este apartado subrayando aquí un hecho que ha pasado por 
completo desapercibido para los medios de comunicación y que nos parece 
muy revelador de como nuestra clase política baquetea estos asuntos en Es-
paña. El artículo 3 del Real Decreto 1051/2002, de 11 de octubre, que aprobó 
el Reglamento en vigor de la Real y Distinguida Orden Española de Carlos 
III dispone “El Presidente del Gobierno será el Gran Canciller de la Real y 
Distinguida Orden Española de Carlos III. Al tomar posesión de su cargo 
será investido con el grado de Caballero o Dama Gran Cruz de la Orden y 
con esta calidad actuará como Gran Canciller de la misma”. Para evitar sus-
picacias, y que nadie pudiera achacar al entonces presidente José María Az-
nar que actuaba pro domo sua, una Disposición transitoria puntualizaba que 
“lo dispuesto en el artículo 3 del Reglamento aprobado mediante el presente 
Real Decreto, en lo que se refiere a la condición del Presidente del Gobierno 
como Caballero o Dama Gran Cruz de la Orden, se aplicará al candidato que 
resulte investido como Presidente del Gobierno en las legislaturas inmedia-
tamente posteriores a la entrada en vigor de este Real Decreto”. Pues bien, 
en la primera ocasión que hubo de aplicar el mandato de dicho artículo 3, 
que fue en la toma de posesión y promesa del cargo de José Luis Rodríguez 
Zapatero el 17 de abril de 2004, tal previsión fue incumplida. Incumplimiento 
que se ha reiterado posteriormente en las tomas de posesión de los presi-
dentes Mariano Rajoy y Pedro Sánchez. Puede decirse, por tanto, sin faltar 
a la verdad, que a día de hoy los tres últimos presidentes del Gobierno han 
conculcado el ordenamiento jurídico español en el mismo instante de la toma 
de posesión de sus cargos.

7	 Ángeles SOLANES CORELLA, ¿Castigar o premiar? Las sanciones positivas, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2023.
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El ministro de Asuntos Exteriores, Gran Canciller de la Orden de Isabel la Católica, 
inmediatamente después de haber impuesto –en sentido inverso al reglamentado– la banda de 

la Gran Cruz de la Orden al ex secretario general de la OTAN, Jens Stoltenberg.

IV. UN NÚMERO DESMEDIDO E INJUSTIFICADO DE ÓRDENES Y 
CONDECORACIONES

Existen en la actualidad en nuestro ordenamiento jurídico cuarenta y seis 
órdenes y condecoraciones civiles dependientes de la Administración General 
del Estado, a las que hay que añadir las órdenes y condecoraciones militares 
integradas en el Ministerio de Defensa así como las creadas por otras adminis-
traciones territoriales, autonómicas y locales, entes del sector público no terri-
toriales y órganos constitucionales. Una cantidad que no se justifica en modo 
alguno y que no resiste la comparación con el total de órdenes y condecora-
ciones oficiales existentes en algunas de las principales naciones de nuestro 
entorno: República Francesa, doce (una a extinguir); Reino Unido, diez (seis 
órdenes de caballería y cuatro de mérito); Italia, tres; República Federal Ale-
mana, una; Portugal, nueve. Este número de órdenes y condecoraciones espa-
ñolas, varios cientos, absolutamente desorbitado, tiene como consecuencia el 
hecho empíricamente contrastado de que ni la ciudadanía ni las autoridades y 
funcionarios encargados de administrarlas las identifican convenientemente 



Fernando García-Mercadal y García-Loygorri

102	 ERAE, XXXI (2025), pp. 89-118 – ISSN 1137-1056

y que por ello no cumplan la función emuladora y ejemplificante para la que 
fueron creadas.

Algunas de estas órdenes y condecoraciones están formalmente vigentes 
pero en desuso desde hace décadas. En ciertos casos dejaron de concederse a 
los muy pocos años de su creación, lo cual no deja de producir perplejidad. La 
Real Orden de las Damas de la Reina María Luisa, única distinción española 
reservada exclusivamente a las señoras, fue creada por el rey Don Carlos IV 
a instancias de su esposa, la reina María Luisa. La última persona agraciada 
con la histórica banda de moaré de colores blanco y morado fue la Reina Doña 
Sofía en 1962, en vísperas de contraer matrimonio con Don Juan Carlos, en-
tonces Príncipe de Asturias. Las órdenes de África y Cisneros, recuperadas en 
los albores del reinado de Don Juan Carlos, no se conceden desde el año 1977. 
El cuadro se completa con otras distinciones españolas que llevan más de una 
década sin otorgarse.

Órdenes y condecoraciones civiles formalmente vigentes, en desuso o 
que hace más de una década que no se conceden

Denominación Fecha de creación Últimas concesiones

Real Orden de las Damas Nobles de 
la Reina María Luisa 21 de abril de 1792 14 de mayo de 1962

Orden de África 26 de octubre de 1933 24 de junio de 1977

Orden de Cisneros 26 de octubre de 1933 24 de junio de 1977

Medalla al Mérito en el Seguro 6 de junio de 1947 6 de junio de 2003

Medalla al Mérito de la Radioafición 21 de enero de 1982 1999 (dato no oficial)

Medalla y Placa al Mérito Turístico 15 de septiembre de 1997 26 de diciembre de 2014

Medalla y Placa al Mérito de la 
Marina Mercante 23 de marzo de 2002 30 de junio de 2014

Orden de las Artes y las Letras de 
España 24 de julio de 2008 31 de octubre de 2011

Fuente: David Ramírez Jiménez, Doctor en Historia por la Universidad Complutense.

En lo que concierne a las órdenes y condecoraciones militares, denomi-
nadas recompensas por nuestra normativa vigente, si algún reparo pudiera 
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hacerse al Ministerio de Defensa que las tutela es, quizás, un exceso de mi-
ramiento y escrupulosidad a la hora de indagar los méritos de los posibles 
candidatos a recibirlas. De hecho, desde hace varias décadas, las únicas que 
se otorgan son las Cruces del Mérito Militar, del Mérito Naval y del Mérito 
Aeronáutico, en sus cuatro categorías o distintivos, permaneciendo inédi-
tas las restantes y más importantes, –Real y Militar Orden de San Fernando, 
Cruz de Guerra y Medallas del Ejército, Naval y Aérea–, aun cuando la pre-
sencia de tropas españolas en misiones internacionales, países en conflicto y 
con elevado riesgo para la vida o integridad física y en operaciones que im-
plican el uso de armas de fuego permitirían apreciar muy posiblemente, en 
algunos casos, la concurrencia de circunstancias objetivas para su concesión. 
El motivo por el cual no se conceden estas recompensas militares desde hace 
muchos años es, por tanto, muy distinto al de las órdenes y condecoraciones 
civiles: exceso de severidad en la apreciación de los méritos en un caso y ol-
vido y desinterés en otro.

Órdenes y condecoraciones militares que no se conceden desde hace 
muchas décadas

Denominación Fecha de creación Últimas concesiones

Real y Militar Orden de San Fernando. 
Cruz Laureada Individual 31 de agosto de 1811 5 de diciembre de 1973

Real y Militar Orden de San Fernando. 
Cruz Laureada Colectiva 31 de agosto de 1811 1 de junio de 2012

Real y Militar Orden de San Fernando. 
Medalla Militar Individual 29 de junio de 1918 26 de julio de 1969

Real y Militar Orden de San Fernando. 
Medalla Militar Colectiva 29 de junio de 1918 5 de diciembre de 1957

Cruz de Guerra 26 de enero de 1937 4 de abril de 1968

Medalla del Ejército 4 de agosto de 1970 17 de julio de 1985

Medalla Naval 4 de agosto de 1970 22 de diciembre de 1989

Medalla Aérea 4 de agosto de 1970 12 de enero de 1979

Fuente: Antonio Prieto Barrio. Centro de Documentación de las RR. OO. Militares. Ministerio 
de Defensa.
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Urge simplificar el sistema premial español, reduciendo el elevado número 
de órdenes y condecoraciones civiles, manteniendo las más antiguas o pres-
tigiosas, de modo que los méritos o conductas dignos de reconocimiento, sea 
cual sea el ámbito en que se produzcan, no queden sin recompensa. En este 
proceso de racionalización deberían conservarse, en nuestra opinión, Toisón 
de Oro, Carlos III, Isabel la Católica, Mérito Civil, Mérito Agrícola, Alfonso X 
el Sabio, San Raimundo de Peñafort, Sanidad, Mérito Deportivo, Medalla del 
Trabajo y pocas más. Compartiendo la propuesta formulada en su día por la 
Sección de Derecho Premial de la Real Academia de Jurisprudencia y Legisla-
ción de España, se suprimirían 27 de las 46 distinciones civiles españolas ac-
tualmente existentes y quedarían en vigor 22, aproximándonos de este modo 
un poco al número de condecoraciones civiles que tienen los principales paí-
ses de nuestro entorno, muchísimo más reducido.

En función de la iniciativa que proponemos, la Orden del Mérito Civil se 
configuraría en el nuevo marco normativo como la distinción nacional que, 
aglutinando a todas las existentes de similares fines, se destina a premiar con 
carácter general, no vinculado a un sector de actuación específico, a los ciu-
dadanos españoles y extranjeros que se hayan distinguido por sus virtudes 
cívicas y servicios eminentes a España; se convertiría de este modo en la gran 
orden nacional, laica y democrática, siguiendo el ejemplo francés del general 
De Gaulle, que canceló en 1963 trece condecoraciones ministeriales a fin de 
reforzar el crédito de la Legión de Honor.

V. SIN CEREMONIA SOLEMNE DE IMPOSICIÓN LOS HONORES 
SE QUEDAN EN NADA

Cualquier condecoración, por modesta que sea, sólo puede tener éxito y 
cumplir la finalidad de reconocimiento público por los servicios prestados y 
de estímulo cívico para la que fue fundada si va unida al debido respeto a las 
formas y cortesía institucionales. Dicho con otras palabras, solo si se concede 
tal reconocimiento bajo ciertas condiciones, que el ya mencionado Bourdieu 
califica de “litúrgicas”, puede ejercer una eficacia simbólica completamente 
real, en tanto que transforma a la persona consagrada. En primer lugar, por-
que modifica la imagen y los comportamientos que de ella tienen los demás 
(siendo el más evidente de estos cambios el hecho de que muchas veces la 
concesión vaya acompañada del tratamiento vitalicio de Excelentísimo/a o 
Ilustrísimo/a Señor o Señora); y luego porque altera la apreciación que la per-
sona investida tiene de sí misma y las actitudes que se cree obligada a adoptar 
para estar a la altura de su nuevo estatus. Aceptando esta premisa se puede 
comprender mejor el estimulante efecto de cohesión social y territorial que 
pueden desplegar las condecoraciones en las sociedades avanzadas cuando 
son convenientemente administradas por los poderes públicos.
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En España, en el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado, las condecoraciones militares y del Ministerio del 
Interior se imponen en determinadas fechas señaladas en todas las unida-
des y acuartelamientos, en el transcurso de una ceremonia sobria, pero muy 
emotiva. Fuera de estos supuestos, para el resto de las distinciones civiles 
no está prevista ceremonia de imposición propiamente dicha. Es más, no es 
costumbre que el Estado obsequie al agraciado con las insignias, lo que solo 
se observa en determinados casos: en general cuando se trata de la conce-
sión a un extranjero –alto cargo, diplomático o simple ciudadano– por razo-
nes de reciprocidad y cortesía; o a un personaje popular, circunstancia esta 
última cada vez más frecuente y que la mayor de las veces es aprovechada 
con descarados fines de promoción personal por parte de la autoridad que 
la impone ante los medios de comunicación convocados al efecto. A los fun-
cionarios civiles, los compañeros de trabajo acostumbran a sufragar de su 
bolsillo el importe de la insignia, haciéndose la entrega en el transcurso de 
un pequeño homenaje o almuerzo organizado para la ocasión. En los demás 
casos, el galardonado, si quiere tener la insignia, deberá pagarla de su bolsi-
llo comprándola en alguno de los tres o cuatro establecimientos madrileños 
especializados.

SS. MM. los Reyes únicamente presiden la entrega, que no imposición, 
anual, y casi siempre en un marco poco solemne, un auditorio o un teatro, de 
las Medallas al Mérito en las Bellas Artes; ¿será porque entre los agraciados 
suelen figurar creadores de la llamada industria cultural y personajes de la 
farándula y el artisteo que ofrecen mucho juego mediático? La falta de conti-
nuidad de la ceremonia celebrada en el Palacio Real el 19 de junio de 2015, en 
la que fueron condecorados personalmente por Don Felipe con la Orden del 
Mérito Civil, con motivo del primer aniversario de su Proclamación, treinta 
y ocho ciudadanos anónimos, en reconocimiento a su compromiso personal 
y logros sociales, ha roto las expectativas creadas de un cambio de rumbo en 
tal estado de cosas. Lo cierto es que la mayoría de las distinciones civiles acos-
tumbran a despacharse de modo oficinesco, donde la eficacia de los actos de 
consagración ha sido sustituida por la asepsia burocrática de la publicación 
de la resolución de concesión en los boletines oficiales o el simple traslado de 
la misma al premiado mediante un desaguado escrito administrativo, acom-
pañado, a veces, de un título o diploma estampados por lo general con muy 
poco acierto.

Esta falta de tono y gravedad institucional resulta especialmente injustifi-
cada cuando se trata de las reales órdenes civiles más antiguas y prestigiosas, 
cuyo esplendoroso pasado y mágico ceremonial han sido desvalijados y susti-
tuidos por un evento, –la sola palabra produce grima–, insípido y desangelado, 
en el que se han llegado a ofrecer al condecorado las insignias dentro de una 
caja envuelta en papel de regalo. Otras veces la entrega de distinciones se in-
serta en una atmósfera pop, de verbena y puerilización colectiva, casi paródica, 
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orquestada por un relator sobreactuado o una presentadora de moda, pues es 
sabido que animadores, diyeis, publicitarios, influencers y otras faunas subalter-
nas han terminado por desbancar a los maîtres des cérémonies de antaño. Urge 
diseñar una ceremonia de imposición de las preseas de estas órdenes a la altura 
de su aureolada reputación y trayectoria histórica que acabe con las erráticas y 
variadas performances y otros simulacros hasta ahora ensayados por los respon-
sables de protocolo de los diferentes organismos oficiales.

Lamentablemente, toda la tramoya que rodea la concesión e imposición 
de condecoraciones en España se encuentra contaminada por un espectáculo 
de gustos y preferencias moldeado por la disneyficación galopante que pade-
cemos, fenómeno que se exhibe bajo múltiples máscaras y nuevos figurantes 
y celebrities. De este modo, el corpus simbólico cultural congénito a la Mo-
narquía y al Derecho Premial, –conjunto armonioso para la el oído y la vista, 
con valor atemporal de pasado, presente y futuro, sus iconos y emblemas do-
tados de una fuerza y dignidad singularísimas–, está siendo reemplazado a 
pasos agigantados por oropeles cuquiprogres, de cartón-piedra y falsamente 
transgresores, insertados en un estrépito de tecnología electrónica, rayos láser, 
proyecciones, alfombras rojas y demás parafernalia gestada en el vientre de la 
ideología liberal-libertaria.

En suma, las condecoraciones oficiales si no van acompañadas de unas 
dosis adecuadas y medidas de aparato y etiqueta o, lo que es lo mismo, de 
los ritos de consagración pública, acompasados y equilibrados, que les son 
consustanciales, quedan relegadas a simples gadgets vanilocuentes e inanes y 
se diluyen en la nada. Existen un metalenguaje, una escenografía y una poética 
propios de la honorificencia histórica que condicionan nuestra percepción de 
lo que representan las insignias y atributos dispensados por los poderes pú-
blicos y que no deben de ninguna manera soslayarse.

¡Cómo no admirar la devoción de los franceses por su Legión de Honor o 
de los británicos por sus honours and titles y sus subyugantes ritos y liturgias! 
Los símbolos y emblemas importan, transmiten emociones y contribuyen de 
forma muy relevante, a veces decisiva, a la vertebración de la comunidad po-
lítica. Hay que cuidarlos y respetarlos.

VI. IMPERIOSA NECESIDAD DE CREAR UNA CANCILLERÍA DE 
LAS ÓRDENES Y CONDECORACIONES DEL REINO

Particularmente desoladora resulta la falta de una visión panorámica en 
su concesión, debido a la ausencia de un único organismo o Cancillería que 
armonice las diferentes propuestas ministeriales y que se constituya en refe-
rente de toda la actividad premial del Estado. Al no existir memoria adminis-
trativa alguna que recuerde, tramite y haga un seguimiento de los diferentes 
candidatos, méritos y concesiones son bastantes habituales las duplicidades y 
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que se otorguen distinciones muy dispares para iguales circunstancias y me-
recimientos o, lo que es peor, que los diferentes grados de las reales órdenes 
y condecoraciones civiles se asignen según criterios que no aprueban el más 
elemental test de razonabilidad.

No debiera conferirse distinción de ninguna clase sin la tramitación previa 
del pertinente expediente en el que deberán figurar con detalle y debidamente 
justificados los méritos y circunstancias que concurren en los candidatos pro-
puestos y la documentación acreditativa de tales extremos. No ha de olvidar-
se que la condecoración en sí misma no es signo de distinción, lo importante 
son las razones por las que se ha concedido. La tarea más importante de esta 
Cancillería sería la de impulsar los expedientes de ingreso o promoción de 
todas las órdenes y condecoraciones otorgadas por los diferentes órganos y 
entidades del Sector Púbico que impidan su concesión injustificada con el fin 
de evitar desgastes y preservar su simbolismo. Expedientes contradictorios 
suficientemente cribados a través de diversos checks and balances que rechacen 
concesiones manifiestamente improcedentes en relación con actuaciones que 
no se revelen, en rigor, como merecedoras de premio o recompensa, de mane-
ra que la justicia premial llegue a todos los ciudadanos que verdaderamente 
la merezcan, sin distinción de su origen social, sexo, profesión o ideas políti-
cas. Todo ello con el auxilio de un procedimiento pausado y meditado, que 
haga oídos sordos a concesiones precipitadas o “en caliente”, por el impacto 
de una noticia o acontecimiento recientes sin sopesar de modo debido, o en 
el caso de las distinciones a título póstumo no dejándose impresionar por los 
panegíricos hiperbólicos que llueven casi siempre inmediatamente sobre los 
finados, ilustres y no tan ilustres, pues ya sabemos que la muerte edulcora las 
biografías y las embellece siempre una barbaridad.

Esta única Cancillería de Títulos, Órdenes y Condecoraciones del Reino 
habría de ser un órgano directivo orgánicamente dependiente de la Secretaría 
General de la Presidencia del Gobierno y dotado de medios suficientes que 
garantizaran una cierta independencia de criterio. Presidida por un Delegado 
Regio y contando con los pertinentes asesores, coordinaría todas las propues-
tas de concesión de los diferentes ministerios e instancias oficiales o particula-
res, asumiendo el papel de organismo de referencia en todas estas cuestiones 
en estrecha colaboración con la Casa del Rey, elaborando propuestas y mo-
ciones sobre unificación de criterios en materia de instituciones premiales e 
impulsando una labor cultural y de divulgación que juzgamos muy necesaria, 
como es el caso de la Gran Cancillería de la Legión de Honor en Francia o 
de la Cancillería Central de las Órdenes de Caballería en el Reino Unido. Le 
correspondería asimismo dirigir, junto con la Unidad de Protocolo del Palacio 
de La Zarzuela, las ceremonias de imposición de las distinciones que periódi-
camente habrían de celebrarse en el Palacio Real.

Dichas celebraciones requieren una gran esfuerzo de planificación y ejecu-
ción, logístico, protocolario y presupuestario, pues la organización del acto, el 



Fernando García-Mercadal y García-Loygorri

108	 ERAE, XXXI (2025), pp. 89-118 – ISSN 1137-1056

desplazamiento a Madrid de las personas condecoradas y el coste económico 
de las insignias no es asunto baladí. Pero todas estas dificultades no han de 
desalentarnos. El negocio de la concesión de distinciones es redondo, pues 
comparándolo con la distribución a manos llenas de subvenciones millona-
rias y momios varios por parte de las diferentes Administraciones apenas gra-
varía las arcas del Estado. A cambio, los agraciados mostrarían a buen seguro 
gratitud duradera por el honor recibido, con el corazón rendido y la lealtad a 
España y a la Corona garantizada.

La ubicación de la Cancillería en un edificio relevante de la capital de Espa-
ña, sede de las instituciones del Estado, podría albergar un museo de preseas 
históricas, actualmente dispersas en muy variadas instalaciones, el archivo 
y una biblioteca especializada. Tendría a su cargo, obviamente, un Registro 
actualizado de todas las distinciones oficiales concedidas en nuestro país y la 
publicación de un Anuario con los nombres de todas las personas condecora-
das, físicas y jurídicas, españolas y extranjeras.

VII. LA EXIGIBLE TRANSPARENCIA Y PUBLICIDAD DE LA 
ACTIVIDAD PREMIAL DEL ESTADO

La transparencia es un principio general de actuación al que deben so-
meterse todas las Administraciones Públicas y entidades que forman parte 
del sector público institucional. Es también un postulado conectado con el 
derecho a una buena administración garantizado por el artículo 41 de la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea que ha sido objeto de re-
gulación expresa en nuestro ordenamiento en la Ley 19/2013, de transparen-
cia, acceso a la información pública y buen gobierno. Esta Ley se propuso un 
ambicioso objetivo, reflejado en su Preámbulo: “sólo cuando la acción de los 
responsables públicos se somete a escrutinio, cuando los ciudadanos pueden 
conocer cómo se toman las decisiones que les afectan, cómo se manejan los 
fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones podremos 
hablar del inicio de un proceso en el que los poderes públicos comienzan a 
responder a una sociedad que es crítica, exigente”.

Las medidas de transparencia constituyen, pues, una valiosa herramienta 
de detección de intereses premiales espurios o inconfesables mediante cuatro 
manifestaciones: la publicidad activa, el derecho de acceso a la información, 
la publicidad registral y la publicidad en diarios oficiales. Ninguna de estas 
previsiones se cumple en la actividad premial del Gobierno de España, des-
plegada en un clima de opacidad que se pretende justificar apelando retóri-
camente a la exigente normativa de protección de datos personales. Así, en 
contraste con lo que ocurre en los principales países europeos, también en este 
punto se ha impuesto la “excepción española” pues los administrados nos 
quedamos sin saber los nombres de los cientos de compatriotas a los cuales 



ERAE, XXXI (2025), pp. 89-118 – ISSN 1137-1056	 109

Política premial: El ejercicio del poder y la concesión de honores y distinciones en la actual etapa de monarquía parlamentaria

se distribuyen alguna de las distinciones civiles que otorgan todos los años, 
de manera absolutamente descoordinada, los diferentes ministerios, así como 
su denominación y grado y, lo que es más grave, los verdaderos motivos de 
su concesión.

En la actualidad, únicamente se dan a conocer en el Boletín Oficial del 
Estado los condecorados con los grados del collar y las grandes cruces, y ca-
tegorías asimiladas, es decir aquellas distinciones cuya concesión se adopta 
mediante el ropaje de un Real Decreto en el seno del Consejo de Ministros. 
Y acostumbra hacerse con invocaciones de plantilla: “Queriendo dar una 
muestra de Mi Real aprecio” o “En atención a los méritos y circunstancias 
que concurren en…” El resto de las personas condecoradas con los grados 
inferiores de las distintas órdenes y con las medallas departamentales no son 
publicitadas de ninguna manera, dejando a salvo los agraciados con la Orden 
de San Raimundo de Peñafort que se publican en el Boletín del Ministerio de 
Justicia. Es cierto que las Cruces del Mérito Militar, del Mérito Naval y del Mé-
rito Aeronáutico, en sus cuatro distintivos, se reseñan en el Boletín Oficial de 
Defensa, y las correspondientes a la Orden del Mérito de la Guardia Civil en 
el Boletín Oficial de la Guardia Civil, pero se trata en ambos casos de boletines 
de acceso restringido.

Resulta del todo absurdo argumentar que no existe objeción alguna para 
divulgar los nombres y apellidos de los condecorados con las distinciones 
más importantes o en sus grados más encumbrados concedidas mediante 
Real Decreto, puesto que su inserción en el Boletín Oficial del Estado es obli-
gatoria y se ofrece a todos los ciudadanos gratuitamente y en abierto a través 
de su web oficial, y en cambio se trate de justificar que cientos de personas 
premiadas en categorías inferiores con las mismas órdenes y condecoraciones 
se mantengan en el anonimato por exigencia de la normativa de protección 
de datos. ¿Para qué sirve recibir una condecoración si prácticamente nadie se 
entera de ello? La publicidad es un requisito inherente a toda política premial, 
pues la ejemplaridad del acto supererogatorio no puede asegurarse de otro 
modo. Todas las concesiones de órdenes y condecoraciones civiles tuteladas 
por la Administración General del Estado, en todos sus grados o categorías, 
deberían publicarse en el Boletín Oficial del Estado. Y las dependientes de las 
diferentes Administraciones Territoriales, en los respectivos boletines de las 
Comunidades Autónomas y entidades locales.

Esta anomalía de nuestro Derecho Premial fue reconocida por la misma 
Fiscalía General del Estado en su Instrucción 2/2016, de 29 de abril, sobre pro-
cedimiento para reconocimiento de recompensas en la carrera fiscal: “Por ser 
limitado su conocimiento y adolecer de cierta oscuridad las escasas normas 
referentes al régimen de recompensas, se ha considerado necesario que las 
reglas y trámites del procedimiento para reconocimiento honorífico de méri-
tos gocen de adecuada publicidad entre todos los miembros integrantes del 
Ministerio Fiscal, a fin de preservar la igualdad y promover la transparencia”.
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Las Normas sobre Órdenes y Condecoraciones acordadas por el Consejo 
de Ministros en su reunión del día 12 de julio de 1973 y el Registro de Órdenes 
y Condecoraciones que crearon, adscrito al Ministerio de la Presidencia, cons-
tituyeron en su momento un intento loable de dar una solución al problema. 
Pero resulta que el Registro únicamente ofrece datos estadísticos globales y 
anonimizados, y no de todas las órdenes y condecoraciones. Es más que ob-
vio que el largo tiempo transcurrido desde la aprobación de dichas Normas 
demanda un nuevo repositorio o base de datos plenamente ajustado a las ne-
cesidades actuales y a nuestro marco sociojurídico y constitucional.

VIII. ALGUNAS LLAMATIVAS DISFUNCIONES DEL SISTEMA 
VIGENTE: LA BANALIZACIÓN DEL DERECHO PREMIAL

Toda las personas jurídicas, –asociaciones, fundaciones, sociedades, em-
presas y entidades semejantes–, públicas y privadas, pueden ser merecedo-
ras de una orden o condecoración civil en España. No ponemos en principio 
reparo a esta posibilidad aunque pensamos que la Real Orden de Isabel la 
Católica debería tener vetado este acceso colectivo porque, como ocurre con 
la Real y Muy Distinguida Orden Española de Carlos III, se trata de un re-
conocimiento históricamente ligado a la idea de un compromiso espiritual, 
personal e intransferible que casa mal con la ficción legal de una persona 
jurídica. Lo que ocurre es que en este punto nuestros gobernantes han dado 
un paso más de tuerca y algunos recientes reglamentos de condecoraciones, 
como es el caso de la Gran Cruz del Dos de Mayo de la Comunidad de Ma-
drid (2024), junto a “personas físicas o jurídicas” incluyen entre los posibles 
destinatarios a “grupos u otras entidades”. Idéntica objeción puede hacerse a 
la Orden del Mérito a la Seguridad del Ministerio del Interior (2025) que pue-
de otorgarse “a entidades sin personalidad jurídica”. Incluir como posibles 
destinatarios a agrupaciones de afectados, uniones y otras subjetividades no 
reconocidas legalmente resulta ciertamente arriesgado pues resultan eviden-
tes los múltiples problemas que plantean en el tráfico jurídico: capacidad de 
obrar, legitimación procesal, responsabilidad penal, régimen patrimonial y 
fiscal, etc.

Conviene asimismo remarcar que resulta absolutamente contrario a los 
principios que deberían inspirar un Derecho Premial bien gestionado y apli-
cado la concesión no selectiva de condecoraciones en masa, genéricas o a 
colectivos anónimos, moda también de reciente implantación. Podemos in-
cluir aquí el disparatado otorgamiento de la Gran Cruz de la Orden de San 
Raimundo de Peñafort, publicado en el Boletín Oficial del Estado de 29 de 
noviembre de 2011, “a los Jueces y Magistrados integrantes del Poder Judicial 
y del Tribunal Constitucional”, “a la Carrera Fiscal”, “a la Abogacía del Esta-
do”, “a los Secretarios Judiciales y demás Cuerpos al Servicio de la Adminis-
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tración de Justicia” o del que fueron objeto 650.000 niños madrileños, con la 
Gran Cruz del Dos de Mayo, por el Gobierno de la Comunidad de Madrid, 
mediante el Decreto 54/2021, por su “excepcional comportamiento durante la 
pandemia”. Esta misma Gran Cruz ha distinguido en 2023 “a los obreros de 
la construcción de la Comunidad de Madrid –más de 180.000 empleados en 
la actualidad–, en reconocimiento a su labor imprescindible y un papel deter-
minante en el desarrollo económico y social de la región” y “a los 6.439 niños 
ucranianos escolarizados en los centros educativos de Madrid”. En 2024 resul-
taron premiados en la tómbola premial todos “los conserjes y porteros de fin-
cas urbanas” de la Comunidad de Madrid. Resaltar cualquier acontecimiento 
o conducta grupal por medio de una condecoración de forma indiscriminada 
y sin individualizar los méritos es una decisión frívola y pueril que encubre 
grandes dosis de demagogia y un calculado electoralismo. Si el mismo día y 
por unos mismos hechos son condecorados decenas de miles de personas, 
en el fondo, se diga lo que se diga, se pretenda lo que se pretenda, no se está 
distinguiendo a nadie.

La Comunidad de Madrid es desde hace varias legislaturas un ejemplo de política 
desnortada en asuntos premiales y protocolarios.

Además, dado que los agraciados recibieron en sus domicilios un diploma 
nominativo acreditando la concesión, –al menos este fue el caso de los niños 
madrileños durante la pandemia–, tal justificante puede plantear serios pro-
blemas en el futuro, si no los ha planteado ya, al poder invocar miles de intere-
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sados la condecoración recibida como un “mérito” en los procesos de acceso a 
la función pública y promoción interna o su anotación en la hoja de servicios, 
si se trata de funcionarios públicos o personal perteneciente a los Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad y las Fuerzas Armadas. Se significa que el hecho de que 
las condecoraciones desplieguen sus principales efectos en el plano simbólico 
no equivale a que carezcan por completo de contenido jurídico-material. Así, 
para los funcionarios civiles las “condecoraciones y honores… se tendrán en 
cuenta como mérito en los concursos” (art. 66.2 del Decreto 315/1964). Las re-
compensas civiles y militares se ponderan también en los procesos de evalua-
ción para el ascenso de los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Guardia 
Civil, según disponen la Orden Ministerial 17/2009, de 24 de abril, por la que 
se establece el procedimiento y las normas objetivas de valoración de aplica-
ción en los procesos de evaluación del personal militar profesional y la Orden 
PCI/346/2019, de 25 de marzo, por la que se establece el procedimiento y 
normas objetivas de valoración aplicables a los procesos de evaluación en la 
Guardia Civil. Idéntica previsión establece el art. 65.2 de la Ley 10/1994, de 
11 de julio, de la Policía de la Generalidad-“Mossos d’Esquadra” y el art. 9.2 
del Decreto 71/2004, de 27 de abril, sobre el Régimen de Condecoraciones y 
Distinciones aplicable al personal de la Ertzaintza. Para más inri la normativa 
reguladora de la Gran Cruz del Dos de Mayo atribuye a los agraciados el de-
recho a recibir por parte de las Administraciones Públicas el tratamiento ho-
norífico vitalicio de “Excelencia”. ¡La Comunidad de Madrid ha investido de 
por vida en un mismo día a 650.000 niños madrileños con el máximo dictado 
de cortesía que para un particular concede nuestra tradición jurídica! Todavía 
hay menos condecorados que condecorados, pero todo se andará...

Otro aspecto censurable de la gestión de las distinciones públicas en nues-
tro país es la rapidez con que la Administración se olvida de los condecorados 
una vez que les comunica la resolución premial correspondiente. Lo lógico 
sería que periódicamente fuesen convocados a algún tipo de ceremonia de 
la propia “orden” o que se les tuviera en cuenta, sobre todo a los caballeros 
y damas de las máximas categorías, collares y grandes cruces, para ocupar 
un lugar deferente en determinados actos oficiales. Nada de ello ocurre y los 
caballeros y damas de las órdenes civiles y militares más importantes y ex-
clusivas, como es el caso de la Insigne Orden del Toisón de Oro, no tienen 
reservado puesto protocolario alguno en el vigente Ordenamiento General de 
Precedencias en el Estado. Ni siquiera en las comunicaciones y corresponden-
cia más formal de las Administraciones Públicas se acuerdan las autoridades 
remitentes de darles el tratamiento honorífico anudado a la orden o condeco-
ración concedida que reglamentariamente les corresponde.

Por último, queremos llamar la atención sobre las llamadas condecoracio-
nes pensionadas. En nuestra opinión todas las órdenes y condecoraciones, sean 
civiles o militares, han de tener un carácter puramente graciable y honorífico 
y por ello debieran suprimirse las pensiones vitalicias anejas que todavía sub-
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sisten en algunos grados de la Medalla al Mérito Policial (1943) y de la Orden 
del Mérito de la Guardia Civil (1976), dependientes del Ministerio del Interior, 
así como en la Real y Militar Orden de San Fernando (1811), la Cruz de Guerra 
(1937) y las medallas del Ejército, Naval y Aérea (1970), que tutela el Minis-
terio de Defensa, aunque, ciertamente, estas últimas hace muchas décadas 
que, como apuntamos ut supra, no se conceden. Los numerosos contenciosos 
judiciales y los problemas relacionados con los procedimientos de tramitación 
de las condecoraciones pensionadas de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad 
del Estado así como los recurrentes reproches de favoritismo por parte de 
sindicatos y asociaciones profesionales cada vez que se anuncia una nueva 
promoción de las mismas, debiera ser motivo de reflexión de cara a una futura 
reforma de los reglamentos reguladores de todas ellas.

Mucho nos tememos que de seguir nuestros dirigentes por esta senda tan 
desnortada, presos de una bulimia premial tan incontrolable y voraz, muy 
pronto les veremos concediendo la Insigne Orden del Toisón de Oro a la Plata-
forma Ciudadana de Afectados por el Cambio Climático, al Instituto Nacional 
de Estadística, a la RENFE o a la mismísima Agencia Tributaria.

IX. EL USO INDEBIDO DE DISTINCIONES OFICIALES Y LA 
INHABILITACIÓN DE HONORES PÚBLICOS

El castigo de la ostentación ilegal de condecoraciones ha gozado en España 
de una larga tradición legislativa que se remonta al Código Penal de 1822. 
Tras la reforma operada en 1995 en nuestro Código Penal del uso público e in-
debido de “uniforme, traje, insignia o condecoración”, sancionado como deli-
to en su artículo 324, dicha conducta fue devaluada a una simple falta “contra 
el orden público” siempre que tales uniforme, traje, insignia o condecoración 
fuesen “oficiales” (artículo 637).

El Código Penal de 1995 no sólo supuso una ruptura con el tratamiento 
tradicional que nuestro ordenamiento penal confería a las distinciones estata-
les sino que, siendo en puridad el Código de la Monarquía, la protección que 
les dispensa es muy inferior a la otorgada por el Código de la II República 
pues el uso indebido de condecoraciones oficiales el Código de 1932 siempre 
lo consideró delito.

No contento con este abaratamiento normativo, la reforma del Código Pe-
nal operada por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, despenalizó la falta 
penal del artículo 637 y la reubicó, como simple falta administrativa, en el ar-
ticulado de la Ley Orgánica 4/2015, también de 30 de marzo, de Protección de 
la Seguridad Ciudadana, la llamada “Ley Mordaza” por sus detractores. Así, 
el artículo 36.14 de este último texto legal considera una infracción grave, san-
cionada con una multa pecuniaria, “el uso público e indebido de uniformes, 
insignias o condecoraciones oficiales, o réplicas de los mismos, así como otros 
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elementos del equipamiento de los cuerpos policiales o de los servicios de 
emergencia que puedan generar engaño acerca de la condición de quien los 
use, cuando no sea constitutivo de infracción penal”. Únicamente ha quedado 
en nuestro ordenamiento una figura delictiva análoga a la última descrita. 
Se trata del artículo 79 del Código Penal Militar de 2015 que tiene naturaleza 
residual dado que el sujeto activo ha de ser en todo caso un militar.

Ignoramos los motivos que han impulsado el legislador para descatalogar 
las conductas que examinamos. Algunos argumentarán que la jurisprudencia 
se había pronunciado en muy pocas ocasiones sobre las mismas y que las 
escasas sentencias aplicando el artículo 324 no castigaban propiamente la uti-
lización vanitatis causa de las condecoraciones, tal y como exigía el tipo, sino 
solo los supuestos en que dicha utilización fuera un medio instrumental para 
cometer otros ilícitos, casi siempre estafas. Otros traerán a colación el princi-
pio de mínima intervención penal tan en boga en estos tiempos. En cualquier 
caso, nadie parece haber reparado en que, en el fondo, el bien jurídico afecta-
do es el decoro de la Corona, a quien corresponde como máxima magistratura 
del Estado y por mandato expreso de la Constitución “conceder honores y 
distinciones con arreglo a las leyes”. Por consiguiente, al caerse este delito 
del nuevo Código se ha conseguido algo que muy posiblemente sus señorías 
no se habían propuesto de forma consciente: trivializar el secular papel de la 
Monarquía como fons honorum. Un error más que añadir a la desenfrenada 
carrera de despropósitos que desde hace unas décadas preside la regulación 
de los signos de distinción españoles.

En el Código Penal de 1995 llevó consigo también una reordenación del siste-
ma de penas. En este nuevo marco normativo la pérdida de honores es contem-
plada en dos penas distintas, la inhabilitación absoluta y la inhabilitación espe-
cial, distintas por su duración y el alcance de sus efectos. La pena de inhabilita-
ción absoluta está regulada en el artículo 41: “La pena de inhabilitación absoluta 
produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos 
que tenga el penado, aunque sean electivos. Produce, además, la incapacidad 
para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públi-
cos, y la de ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la condena”. Se 
trata de una pena privativa de derechos catalogada como grave según el art. 33 
del propio Código Penal y de carácter omnicomprensivo pues afecta a todos los 
honores que tenga el penado, por ejemplo la pertenencia a una Real Orden o el 
disfrute de una condecoración, civil o militar, sea otorgada por los órganos cons-
titucionales, la Administración General del Estado, por las Administraciones 
autonómicas o locales o por cualquier otro organismo del sector público institu-
cional, o la concesión de un doctorado honoris causa por una universidad pública 
o de cualquiera de los premios nacionales de Cultura que concede anualmente 
el ministerio del ramo. Se excluyen aquellos títulos cuyo contenido esencial no 
se hallen definidos por el “honor”, como son los títulos y diplomas académicos o 
aquellos que acrediten unos conocimientos técnicos, facultativos o profesionales. 
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Nos surge la duda de si la pena de inhabilitación absoluta incluiría la pérdida de 
un honor público concedido por una nación extranjera.

La inhabilitación absoluta, que tiene una duración de seis a veinte años, 
puede imponerse como pena principal (supuestos no muy numerosos) o 
como pena accesoria, tal y como permite el artículo 54 del Código Penal. En 
este último caso se suma automáticamente a otra pena principal cuando la 
ley así lo dispone, sin necesidad de que se imponga de manera expresa en la 
sentencia, sin perjuicio de que el juez o tribunal así lo hagan constar para fa-
cilitar su ejecución. La pena de inhabilitación absoluta priva definitivamente 
del “honor público” que tuviere el penado y de la posibilidad de acceder de 
nuevo a él o a otro diferente durante el tiempo de la condena. Ello implica 
que, una vez extinguida ésta, no se recupera automáticamente el honor cance-
lado. Tratándose de una condecoración, el condenado habrá de reunir de nue-
vo los requisitos o méritos exigidos en cada caso para su otorgamiento. Luz 
María Puente Aba subraya el hecho de que, a diferencia de lo que ocurre en 
otros países, “al tratarse de una inhabilitación de carácter absoluto cualquier 
empleo, cargo u honor público se ve afectado, independientemente de la po-
sible vinculación entre el delito cometido y el cargo, el empleo o la distinción 
honorífica poseídos por el sujeto; en este punto se aprecia primordialmente la 
función retributiva de esta pena”8.

Por su parte, la pena de inhabilitación especial, con una duración de tres 
meses a veinte años, engloba diversos supuestos, entre los que se encuentra 
la de empleo o cargo público, aunque sea electivo, “y de los honores que le 
sean anejos” (artículo 42 del Código Penal), con las mismas características 
que ya hemos señalado para la inhabilitación absoluta, si bien contrayéndose 
específicamente a aquellos honores que se determinen por el juez o tribunal 
juzgador en la sentencia condenatoria. En la sentencia habrán de precisarse 
“los honores sobre los que recae la inhabilitación”. Nos encontramos ante una 
inhabilitación strictu sensu toda vez que esta sanción no priva definitivamente 
del honor público de que se trate sino que se refiere tan solo a la facultad de 
hacer uso del mismo, de exhibirla públicamente en el caso de una orden o 
condecoración, durante el tiempo de la condena9.

En lo que respecta a la ejecución de ambas penas privativas de honores pú-
blicos, no conocemos ningún caso en el que el tribunal haya dejado bien claro 
en el fallo de la sentencia la clase concreta del honor público o la denominación 
y grado o categoría de la orden o condecoración objeto de la inhabilitación, ab-
soluta o especial. Y albergamos serias dudas de que los letrados de justicia re-
mitan habitualmente testimonio de la resolución judicial al organismo que los 

8	 Luz María PUENTE ABA, La pena de inhabilitación absoluta, Comares, Granada, 2012, p. 84.
9	 José Manuel MAZA MARTÍN, “Penas privativas de derechos y accesorias en el nuevo 

Código Penal”, en Penas y medidas de seguridad en el nuevo Código Penal, Consejo General del Poder 
Judicial, Madrid, 1996, pp. 151-153.
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hubiere concedido, o a la Cancillería que administre la orden o condecoración, 
para su remoción, por la sencilla razón de que es muy raro que los operadores 
jurídicos concernidos conozcan el cursus honorum del reo, amén de no estar 
muy duchos en Derecho Premial. ¿Cuántas veces ha aparecido en los medios 
de comunicación la noticia de que algún político o alto funcionario condenado 
por corrupción o cualquier otro delito haya sido expulsado de alguna de la ór-
denes civiles a las que pertenece?, ¿cuántas veces se ha publicado en el Boletín 
Oficial del Estado desde la entrada en vigor de la Constitución esa expulsión? 
Podemos afirmar, sin temor a equivocarnos, que ninguna.

Contrasta esta situación con las veinte o treinta bajas que se producen to-
dos los años en la Real y Militar Orden de San Hermenegildo, que se dan a 
conocer en el Boletín Oficial del Ministerio de Defensa, por incumplimiento 
del requisito de “intachable conducta” exigido por su normativa reguladora. 
Teniendo en cuenta que a la Orden pertenecen muchos miles de uniformados, 
no parece un número excesivo, más bien al contrario. Lo que sí demuestra este 
trámite es el rigor y seriedad con que funcionan las recompensas militares en 
comparación con las civiles.

Figura 5. La que fuera Ministra y Fiscal General del Estado luciendo en el cuello la gran cruz de 
la Real y Distinguida Orden de Carlos III como si fuera un colgante de bisutería.
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En España, ya lo hemos apuntado, no existe forma alguna de saber si una 
persona ha sido condecorada por el Estado. Y mientras no se cree un registro 
de acceso público que facilite esta información de forma completa y detallada 
no podrán surtir plenos efectos las distinciones oficiales, también en lo que 
concierne a la posible deposición de sus titulares cuando sean condenados en 
sentencia firme por un delito que lleve aparejada la pena de inhabilitación o 
incurran en causa de indignidad prevista en su normativa reguladora.

X. A MODO DE CONCLUSIÓN: LA POLÍTICA PREMIAL Y LA 
CALIDAD DE LAS INSTITUCIONES

Después del diagnóstico crítico que hemos expuesto nadie debiera sor-
prenderse de que las órdenes y condecoraciones oficiales resulten por com-
pleto intrascendentes en la vida política española. Su devaluación social y la 
desnortada política premial –gubernamental, autonómica y local– son un sín-
toma evidente de la debilidad de nuestras instituciones y de la anomia moral 
de la época que nos ha tocado en suerte.

Junto a este desprestigio discurre un fenómeno paralelo: la eclosión de 
infinidad de galardones con apariencia oficial concedidos por empresas, fun-
daciones y entidades privadas, sobre todo ligadas al tercer sector y a la in-
dustria cultural, que enmascaran la mayoría de las veces muchos quilates de 
gratificación efímera y autobombo. El resultado de esta embarullada situa-
ción es que ni la ciudadanía ni las autoridades y funcionarios encargados de 
administrarlos los identifican adecuadamente. Es por ello que no cumplen la 
función emuladora para la que fueron creados y que resultan la mayor parte 
de las veces irrelevantes como indicadores externos de la excelencia social. Es 
una obviedad: la abundancia de premios y condecoraciones provoca satura-
ción y neutraliza su posible efecto benefactor.

Frente a todo este emotivismo vacuo y superficial los premios públicos pu-
dieran ser un valioso activo intangible siempre que su gestión vaya de la mano 
de un modelo claro y coherente de toma de decisiones, la implementación de 
políticas auténticamente estimuladoras y la fortaleza y armonía de la comuni-
dad política, pues estamos necesitados más que nunca de marcos culturales y 
simbólicos sólidos y de valores referenciales que orienten las estructuras socia-
les hacia la ejemplaridad y el bien común. Es cierto que en justa corresponden-
cia con un Estado que engendra de modo incontinente organismos y observato-
rios reguladores y que ha asumido la función controladora de la mayoría de las 
relaciones sociales, incluidas las familiares y privadas, el Derecho es concebido 
por el común de la gente únicamente como Derecho penal y sancionador; y 
ya sabemos que una de las características del Derecho penal y sancionador es 
precisamente que está integrado primordialmente de normas negativas. Pero 
si tenemos mayor amplitud de miras y consideramos el fenómeno jurídico en 
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su totalidad debemos admitir la existencia de otras herramientas menos intimi-
dantes y antipáticas en manos de los poderes públicos. Son las sanciones positi-
vas concebidas para favorecer comportamientos cívicos deseables y promover 
la excelencia social. Un estado soberano no es solo el que ostenta el monopolio 
de la fuerza legítima sino también el que sabe reconocer públicamente la morali-
dad y los actos especialmente meritorios de sus conciudadanos.

Se impone, por tanto, que las diferentes Administraciones Públicas dise-
ñen una política de incentivos honoríficos rigurosa, coherente y eficaz que 
permita guiar y amplificar las conductas merecedoras de ser socialmente re-
conocidas, ofreciendo a tal fin distintas soluciones correctoras al “mal legis-
lador”. Para ello es preciso impulsar un giro institucional de ciento ochenta 
grados que rompa las inercias de cincuenta años de una praxis premial por 
completo desenfocada y haga desaparecer de nuestro ordenamiento jurídico 
decenas de órdenes y condecoraciones de bagatela que se nos presentan en-
vueltas en papel de celofán. Repensar, que diría un cursi, toda la actividad 
premial del Estado y los espacios a los que ha de proyectarse. Solo de este 
modo los honores institucionales podrán aspirar a formar parte de esa redu-
cida categoría de realidades cálidas, amables e imperecederas que integran 
nuestra humanidad.

Entretanto cambian las cosas, siempre podremos seguir el consejo del gran 
poeta y literato francés Jean Cocteau: “No hay que rechazar las recompensas 
oficiales; lo que hay que hacer es no merecerlas”.


